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Materia principal
1.3. Dependencia y Servicios Sociales 
1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.3.2.2. Personas con discapacidad
En 2019 se mantiene estable el volumen de reclamaciones ciudadanas que versan sobre cuestiones 

directamente relacionadas con la situación de discapacidad, es decir, en esencia relativas al reconocimiento 
inicial de tal situación o a su revisión, a la valoración de la movilidad reducida o a la expedición de las 
pertinentes tarjetas acreditativas.

En este ejercicio se repite igualmente el patrón en la casuística ya consabida, de tal modo que entre las 
peticiones de la ciudadanía continúan ostentando una mayor presencia, a partes prácticamente iguales, las 
que interesan la agilización de la solicitud dirigida a la valoración de la discapacidad -bien de la solicitada 
por vez primera, bien de la formalizada para que tenga lugar una revisión del porcentaje que refleje un 
posible incremento por agravación de la persona interesada-; junto a aquellas otras que manifiestan su 
discrepancia con el resultado de la valoración.

Ambos planteamientos alcanzan en conjunto casi la totalidad de las quejas sobre el particular. El resto 
de cuestiones más residuales se reparten entre disconformidades con el reconocimiento de la movilidad 
reducida o retrasos en la expedición o renovación de la tarjeta acreditativa.

1.3.2.2.1. Demoras en el ejercicio de las competencias atribuidas a los Centros de 
Valoración y Orientación

Son diversas las competencias atribuidas a los Centros de Valoración y Orientación dependientes de las 
Delegaciones Territoriales de Educación y Deporte e Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de cada 
una de las provincias andaluzas, todas ellas en torno a servicios y prestaciones destinados a las personas 
con discapacidad.

En este sentido, junto a la valoración del grado de discapacidad, dirigido al reconocimiento inicial de 
esta situación o a la revisión del porcentaje ya resuelto (de oficio o a instancia de parte), desempeñan 
otras actuaciones, como la expedición de la tarjeta acreditativa del grado de discapacidad y de la tarjeta 
de aparcamiento de vehículos para personas con movilidad reducida, la emisión de dictámenes o de 
certificados de diversa índole, y funciones de información, orientación y asesoramiento a personas físicas 
y entidades en este ámbito.

De entre sus competencias, las demoras en el procedimiento para el reconocimiento o revisión de la 
discapacidad, así como en la expedición de tarjetas acreditativas de aquella o de aparcamiento de vehículos 
para personas con movilidad reducida, son las que aglutinan el grueso de las protestas de la ciudadanía.

Hace años que venimos denotando la necesidad de que se adopten medidas que permitan superar estas 
demoras, fundamentalmente las de reconocimiento de la discapacidad o su revisión, que giran en torno 
al plazo medio de un año, a pesar de que el procedimiento tiene fijado un plazo de notificación de la 
resolución de seis meses.

Las razones reveladas en las investigaciones realizadas por esta Institución, esencialmente en la queja 
16/6978, iniciada de oficio sobre el procedimiento de reconocimiento de la discapacidad en Andalucía, 
indicaban la concurrencia de factores internos de la Administración (plantillas de personal insuficientes 
en los Centros de Valoración y Orientación y defectos de organización y gestión), unido a un incremento 
de la demanda por causas externas demográficas (envejecimiento de la población), que no han podido ser 
solventados por la Instrucción 2/2018, de 2 de julio, de medidas para la agilización y simplificación del 
procedimiento del grado de discapacidad.

Consideramos por ello importante introducir las mejoras organizativas y procedimentales necesarias, 
impulsando el proyecto de Decreto para el desarrollo del artículo 36.3 de la Ley 4/2017, de 25 de 
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septiembre, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad en Andalucía, es decir, el 
llamado a regular la organización y funciones de los Centros de Valoración y Orientación de personas 
con discapacidad en Andalucía y el procedimiento para la valoración del grado de discapacidad en la 
comunidad autónoma.

La elaboración de esta norma ya se recomendó desde esta Institución a la Dirección General de Personas 
con Discapacidad en el seno de la mentada queja 16/6978 y estaba incluida en el Plan Anual Normativo de 
2018. Y así, aunque en esta anualidad el Gobierno andaluz ha manifestado su voluntad de no presentar un 
Plan Normativo para 2019, al considerar que no es preceptivo ni necesario, ello no obsta a que se culmine 
el desarrollo de este marco normativo necesario para mejorar las deficiencias de la discapacidad, que 
viene impuesto por la Ley 4/2017.

1.3.2.2.2. Discrepancias con el resultado de la valoración de la discapacidad
La discapacidad suscita igualmente la disconformidad de las personas afectadas con el resultado de su 

valoración, o con el de la aplicación del baremo de su movilidad reducida, ya porque ha comportado no 
poder acceder a tal consideración, ya porque se les ha reconocido en un porcentaje inferior al que, a su 
juicio, resulta de su situación y acreditan los informes médicos o la historia clínica.

Dejando a salvo los casos excepcionales en que, por haber 
concurrido un error en el criterio técnico, o en los informes tomados 
en consideración para adoptarlo, ejercemos una labor revisora 
que conduzca a detectarlo y subsanarlo, en la mayor parte de los 
supuestos hemos de atenernos a la estricta observancia del dictamen 
emitido conforme a Derecho y reconducir nuestra función a aclarar a 
la parte interesada las razones concurrentes, proporcionándole toda 
la información imprescindible para el mejor ejercicio de su pretensión 
en lo sucesivo.

Como de ordinario recordamos, la información no solo es un derecho 
de la ciudadanía, sino un instrumento más al servicio de la eficacia de 
la Administración, ya que el asesoramiento adecuado incrementa la 

confianza de la ciudadanía y potencia el uso responsable y adecuado de sus recursos, al evitar solicitudes 
reiteradas y reclamaciones estériles, que lastran el funcionamiento ordinario de aquella.

1.3.2.2.3. El fin de la equiparación entre incapacidad permanente y discapacidad 
“a todos los efectos”

En 2019 ha visto la luz la solución a la polémica generada por el artículo 4.2 del Real Decreto Legislativo 
1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley General de Derechos de 
las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social, que, sin atenerse a lo dispuesto a la literalidad 
de una de las leyes que refundía (la Ley 51/2003), afirmó que “a todos los efectos” se considerará que 
presentan una discapacidad en grado igual o superior al 33 por ciento los pensionistas de la Seguridad 
Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en grado de total, absoluta o gran 
invalidez, y los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro 
por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad. Cuando la referida Ley 51/2003, ya derogada, 
efectuaba tal equiparación únicamente a los efectos de la misma (artículo 1.2).

Este cambio de términos supuso una auténtica modificación en la regulación de uno de los textos 
refundidos, conduciendo a que por los Centros de Valoración y Orientación se comenzasen a expedir, a 
instancias de los interesados, certificados acreditativos de la situación de discapacidad por equiparación 
automática derivada de la incapacidad permanente.

Finalmente ha sido el Tribunal Supremo el que ha zanjado la cuestión, fallando que ha existido regulación 
que ha ido más allá de la autorización conferida en la elaboración del Texto Refundido (artículo 4.2 del Real 
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre), de tal modo que no cabe la equiparación automática 
referida.

“La información no 
solo es un derecho de 
la ciudadanía, sino un 
instrumento más al 
servicio de la eficacia 
de la Administración”
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En lo sucesivo el grado de discapacidad de una persona volverá a ser el resultado de su valoración por el 
órgano autonómico competente y nunca resultar automáticamente de las situaciones reseñadas y así lo ha 
reflejado la Dirección General de Personas con Discapacidad e Inclusión en la Instrucción número 3/2019, 
de 1 de octubre.

La falta de información adecuada sobre esta novedad, ha motivado que algunas personas plantearan 
queja ante el Defensor del Pueblo Andaluz, cuestionando la denegación de la solicitud de equiparación, 
ya que a la pervivencia de la redacción legal se unía la falta de actualización de la web de la Consejería de 
Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, en la que seguía alojado y accesible al público, el tríptico en el 
que hasta ese momento se difundía esta posibilidad.

1.3.2.2.4. Plan Integral de Discapacidad
En el primer cuatrimestre de 2019 tuvimos conocimiento de que la Consejería de Igualdad, Políticas 

Sociales y Conciliación, en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los 
derechos y la atención a las personas con Discapacidad en Andalucía, había comenzado el análisis y los 
trabajos preparatorios que habrán de culminar en la elaboración del III Plan de Acción Integral para las 
personas con discapacidad en Andalucía, habida cuenta de que II Plan de Acción Integral 2011-2013 
estaba enmarcado en un marco legislativo ya superado.

A estos efectos la Consejería solicitó las aportaciones de esta Institución, que fueron realizadas desde 
una perspectiva global, comprensiva tanto de las situaciones susceptibles de mejora en materia de la 
propia calificación y reconocimiento de la discapacidad, como de las vertientes de salud, educación, 
formación y empleo, servicios sociales, vivienda y accesibilidad.

Aguardamos ver el resultado de los trabajos y colaboraciones recabadas traducido en la formulación del 
mentado Plan de Acción Integral, al que deberán acompañar igualmente el Plan de Empleo y el Plan de 
Acción Integral para Mujeres con Discapacidad, todos ellos previstos en la Ley 4/2017 (artículos 12, 27 y 
70).

1.3.2.2.5. Este tema en otras materias
Reseñamos de forma breve en este apartado la afectación detectada en quienes ya la ostentan, en las 

vertientes de igualdad, urbanismo, vivienda, empleo público, trabajo y Seguridad Social, servicios de 
interés general y consumo, Universidades, medio ambiente y justicia.

Se trata en este momento de un simple extracto, para evitar reiteraciones innecesarias,cuyo contenido 
íntegro puede consultarse en los subcapítulos troncales que desgranan cada uno de dichos ámbitos 
competenciales.

1.3.2.2.5.1. Igualdad, Urbanismo y Vivienda
Por lo que hace a la movilidad, seguimos conociendo quejas basadas en la carencia o escasez de plazas 

de aparcamiento reservadas para personas con movilidad reducida; el uso indebido de tarjetas de 
autorización o retirada improcedente de las mismas (queja 18/3326 y queja 19/1540); sobre la posibilidad 
de compatibilizar el uso del carril bici por personas usuarias de sillas de ruedas manuales o eléctricas 
(queja 19/3803); y alusivas al acceso de las personas con discapacidad a los transportes públicos (queja 
17/4108, queja 18/5832, queja 18/6694, queja 18/1731).

En relación con esta cuestión, pero concretada al servicio público del taxi, hemos incoado de oficio la 
queja 19/3710, debido a la existencia de problemas para que las personas con discapacidad puedan 
disponer de taxis adaptados en la ciudad de Cádiz. Así como tramitamos, a instancia de una organización 
de consumidores y usuarios, la queja relativa a la carencia de personal especializado expendedor de 
carburante en las estaciones de servicio para los vehículos de personas conductoras con movilidad 
reducida.

Continuando con el apartado de accesibilidad, nos llegan otros problemas derivados de la existencia de 
barreras urbanísticas y arquitectónicas en los itinerarios peatonales, obstáculos, carteles y bolardos que 
dificultan la movilidad; o la existencia de barreras en edificios, servicios o incluso medios de transporte 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-instala-plaza-de-aparcamiento-para-personas-con-movilidad-reducida-en-lugar-cercano-al-domicilio
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-va-a-llevar-a-cabo-la-plena-adaptacion-de-las-paradas-de-autobus
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-va-a-llevar-a-cabo-la-plena-adaptacion-de-las-paradas-de-autobus
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-adoptan-medidas-para-paliar-los-reiterados-fallos-de-las-rampas-de-acceso-en-los-autobuses
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-facilita-a-un-usuario-de-silla-de-ruedas-la-posibilidad-de-desplazarse-en-autobus-adaptado-desde
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-que-las-personas-con-discapacidad-no-encuentran-taxis-adaptados-en-las-noches-de-cadiz-lo
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públicos (queja 16/0706, queja 17/2685, queja 17/6728, queja 18/3367, queja 18/7418, queja 19/0402, 
queja 19/0404, queja 18/4487, queja 19/2010).

Asimismo, queremos dejar constancia de que, de oficio a finales de 2018, iniciamos la queja 18/7272, 
aún en tramitación, sobre la necesidad de adaptación de los bloques de viviendas plurifamiliares, para 
resultar accesibles a personas con discapacidad y mayores de 70 años, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Disposición Adicional 3ª del Real Decreto Legislativo 1/2013, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley General de Derechos de las Personas con Discapacidad y su Inclusión Social, que dispone la 
obligación de realizar tales obras en los inmuebles que permitan ajustes razonables en todos los espacios 
y edificaciones existentes a 4 de diciembre de 2010 y cuyo plazo terminó el 31 de diciembre de 2017.

En materia de vivienda, recibimos casos relacionados con la escasez de recursos (desahucios de personas 
con discapacidad sin alternativa habitacional), obstáculos a la instalación de un ascensor, etc. (quejas 
19/1580, 19/1928, 19/3220, 19/3839, 19/3841, etc.)

Si a todo ello añadimos la perspectiva de género, podemos afirmar que el ser mujer titular de familia 
monomarental, con personas menores a cargo, tener ella misma o alguno de sus hijos e hijas una 
discapacidad, o ser mayor o padecer una enfermedad mental y, además de todo ello, carecer de recursos 
económicos suficientes para poder satisfacer las necesidades familiares, son circunstancias agravantes 
que las sitúa las más de las veces en exclusión social o en riesgo de estarlo y si a ello se añade que son o 
han sido víctimas de violencia de género, se hace extremadamente difícil que puedan salir adelante sin una 
ayuda decidida de la administración (queja 19/2558, queja 19/4655, queja 19/4830, queja 19/0681, etc.).

Un relato más pormenorizado puede consultarse en los capítulos correspondientes de este Informe 
Anual.

1.3.2.2.5.2. Empleo público, Trabajo y Seguridad Social
Durante el año 2019 se han recibido en esta defensoría quejas alusivas a las problemáticas de las personas 

con discapacidad en el acceso al empleo público y las condiciones de trabajo de personal en el sector 
público, relacionadas con el reconocimiento y pago de las pensiones no contributivas de invalidez, y sobre 
materias de fomento del empleo y seguridad social.

Cabe reseñar la queja 18/2708, iniciada de oficio en relación con la retención indebida en concepto 
de IRPF a las personas beneficiarias de las ayudas de acción social para la atención de personas con 
discapacidad.

Tras analizar el régimen jurídico de aplicación a estas ayudas consideramos que su regulación es clara y 
no deja lugar a dudas de que están destinadas a compensar gastos asistenciales destinados al tratamiento 
o restablecimiento de la salud de la personas beneficiarias de las mismas no cubiertos por el Servicio de 
Salud o Mutualidad correspondiente.

La controversia surgida en torno a la tributación de esta modalidad de ayudas motivó el pronunciamiento 
de la Dirección General de Tributos, a instancia de persona interesada, en el que se afirmaba, a este 
respecto, que “(...) no tendrá la consideración de renta sujeta al impuesto aquellas ayudas económicas que 
se concedan por gastos de enfermedad no cubiertos por el servicio de salud o mutualidad correspondiente 
que se destinen a tratamiento o restablecimiento de la salud, entendiendo a estos efectos el empleo de las 
diversas formulas de asistencia sanitaria para reponer la salud de beneficiarios”.

Ante la claridad de la regulación expuesta y de la consulta vinculante de la Administración tributaria, 
formulamos Resolución a la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública para que se 
modifique el vigente Reglamento de Ayudas de Acción Social para el personal al servicio de la Administración 
de la Junta de Andalucía, estableciendo la posibilidad de que puedan ser objeto de estas ayudas los 
gastos ocasionados por el tratamiento, rehabilitación o atención especializada de discapacidades físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales del personal empleado público o de sus familiares, no cubiertos por 
el servicio de salud o mutualidad correspondiente, y así se acrediten, con lo que quedarían exentas del 
IRPF. La Resolución ha sido aceptada por la Administración.

La queja 18/2057, iniciada al comprobar que persiste el incumplimiento del cupo de reserva de plazas 
para el acceso de las personas con discapacidad al ámbito profesional de personal docente e investigador 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-de-atarfe-suprime-las-barreras-en-una-avenida-que-vulneraban-la-normativa-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-redacta-el-proyecto-de-mejora-de-la-accesibilidad-en-las-vias-publicas-del-municipio-de-roquetas+
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/reclamamos-el-plazo-aproximado-en-que-daran-comienzo-las-obras-de-ejecucion-de-una-nueva-rampa-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/mejoraran-la-accesibilidad-de-un-viario-donde-reside-una-persona-con-movilidad-reducida
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-de-san-fernando-trabaja-para-resolver-los-problemas-de-accesibilidad-a-una-estacion
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-nuestra-intervencion-ya-resulta-posible-acceder-al-salon-de-actos-municipal-a-las-personas-con
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/solucionaran-los-problemas-de-acceso-al-palacio-de-deportes-vista-alegre-de-cordoba
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-eliminacion-de-barreras-arquitectonicas-en-los-edificios-andaluces
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/aceptan-nuestra-resolucion-sobre-la-exencion-de-irpf-de-las-ayudas-de-accion-social-modalidad-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-a-la-universidad-de-sevilla-que-en-las-ofertas-publicas-de-empleo-para-cubrir-plazas-de
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en la Universidad de Sevilla. Concluyó con Resolución al Rectorado de dicha Universidad reiterándole la 
necesidad de dar cumplimiento a las Recomendaciones de la queja 17/3685 -iniciada de oficio- que se 
le había formulado el año anterior por dicho motivo y que habían sido aceptadas por la Administración 
universitaria. Está pendiente de contestación por parte de la Universidad sobre su aceptación.

La queja 19/0777, en la que el Ayuntamiento de Sevilla desestima la solicitud del reconocimiento médico 
preceptivo para pasar a la situación de segunda actividad de una funcionaria del Cuerpo de la Policía Local 
del Ayuntamiento de Sevilla en situación de Incapacidad Temporal, al estar pendiente de resolución por el 
INSS su situación de incapacidad, procediéndose a su jubilación forzosa al serle reconocida por este una 
Incapacidad Permanente Total.

La queja 18/5884, se tramita por el incumplimiento de la normativa vigente sobre la adaptación de 
tiempo por razones de discapacidad para la realización de pruebas de acceso al empleo público en la 
Administración de la Junta de Andalucía y en la que el informe remitido por el Instituto Andaluz de 
Administración Pública, reconoce que “no se realizó ninguna notificación a la persona interesada en 
relación a su solicitud de adaptación, ya que las adaptaciones solicitadas se atienden y gestionan 
informalmente por el órgano gestor (Servicio de Selección) de forma coordinada con la Comisión de 
Selección competente, comunicándose en su caso, de forma verbal (sin perjuicio de su constancia en el 
expediente) a los interesados el acuerdo adoptado en relación a las adaptaciones solicitadas”.

Sugerimos al IAAP que se adopten las medidas oportunas para que, en las convocatorias de procesos 
selectivos de acceso al empleo público que dependan del mismo, se regule de forma precisa el procedimiento 
de resolución de las solicitudes de adaptaciones de tiempo y medios que pudieran realizar las personas 
con discapacidad participantes en estos procesos, así como la forma de notificación o publicitación de la 
decisión adoptada. Tras la valoración de la respuesta, la Administración acepta el contenido esencial de 
la Resolución.

En la queja 19/0114, la interesada denuncia la falta de previsión de adaptaciones curriculares en las 
pruebas de acceso a la función pública docente, es decir, de adaptaciones de tiempo y medios, para 
personas con un grado de discapacidad inferior al 33 %. Ello le impediría realizar las pruebas escritas 
previstas en las convocatorias para el acceso al Cuerpo de Profesorado de Educación Secundaria. Nuestra 
Sugerencia ha sido rechazada por la Administración educativa.

En materia de Pensiones No Contributivas de Invalidez se han recibido quejas que persisten en denunciar 
los considerables retrasos y demoras en la resolución de los expedientes de solicitud de aquellas, 
poniendo de relieve en algunos casos, la situación de extrema necesidad de los peticionarios, personas 
con discapacidad, con familiares a cargo o incluso sin apoyo externo, en cuya virtud se inició de oficio la 
queja 19/1559.

Ante estas circunstancias, y teniendo en cuenta que el art. 31 del EAA garantiza a toda la ciudadanía, 
dentro del derecho a una buena administración, que sus asuntos se resolverán en un plazo razonable, 
y que el plazo específico de 90 días que se determina en el Real Decreto 286/2003, de 7 de marzo, 
para resolver estos procedimientos no se viene cumpliendo, especialmente en las provincias de Málaga 
y Sevilla, incumpliéndose con ello la obligación de resolver en plazo que establece la Ley 39/2015, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se formuló la oportuna Resolución 
a la Dirección General de Personas Mayores y Pensiones no Contributivas, en la que se le recuerdan sus 
deberes legales y se le recomienda que, a la mayor urgencia posible, adopte las medidas de racionalidad 
organizativa que sean necesarias para la puesta al día de los expedientes relativos a solicitudes de 
Pensiones no Contributivas, de Jubilación e Invalidez, en todas las provincias y garantizar la resolución 
de los mismos en el plazo legalmente establecido, así como que se aprueben planes especiales de trabajo 
para las provincias de Málaga y Sevilla, que tienen mayores retrasos en la gestión.

La Administración, tras referirse a determinados aspectos de la regulación de estas pensiones que 
dificultan su gestión y que no pueden modificar al estar establecidos en normas de ámbito estatal, pone 
de manifiesto su voluntad de adoptar las medidas recomendadas para normalizar la tramitación de las 
mismas en los plazos previstos legalmente.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-se-resuelva-el-derecho-de-pase-a-segunda-actividad-de-policia-local-en-los-casos-de-incapacidad
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-administracion-acepta-resolucion-relativa-a-la-adaptacion-de-tiempo-por-razones-de-discapacidad
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-que-se-adopten-medidas-en-las-pruebas-de-acceso-a-la-funcion-publica-docente-de
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En relación con las materias de Políticas Activas de Empleo, de las quejas recibidas cabe destacar la 
queja 19/4542, en la que la persona promotora denuncia una actuación discriminatoria hacia las personas 
con discapacidad en las Ofertas de Emple@Joven de la Junta de Andalucía en el Ayuntamiento de 
Chiclana de la Frontera; y la queja 18/1222, en la que el interesado, persona con discapacidad visual, 
considera discriminatorias la selección de plazas de agentes telefonistas ofertadas por una Asociación 
para trabajar en el servicio de atención telefónica del 061. Las quejas se encuentran en la actualidad en 
fase de tramitación.

En materia de Pensiones Contributivas de Seguridad Social y Prestaciones de Desempleo, que afectan a 
personas con discapacidad, las quejas recibidas durante el año 2019 han sido remitidas al Defensor del 
Pueblo de las Cortes Generales, al afectar a cuestiones correspondientes a su ámbito de competencia.

1.3.2.2.5.3. Servicios de interés general y consumo
En el ámbito de los servicios de interés general y referido concretamente al servicio de suministro 

eléctrico, debemos destacar durante 2019 las siguientes quejas:
- Queja 19/0213, en la que las personas promotoras, un matrimonio de 77 años en el que el marido tiene 

una discapacidad del 80%, nos trasladaban que habían comprado una vivienda adaptada y que Endesa 
no atendía su solicitud de alta el el suministro eléctrico, por lo que permanecían viviendo en una tercera 
planta sin ascensor, al no poder mudarse.

- Queja 19/1343, el asunto planteado guardaba relación con la solicitud de bono social eléctrico, para 
cuya obtención es necesario acreditar reunir algunas de las circunstancias especiales establecidas en la 
normativa reguladora, ente las que se incluye tener una discapacidad igual o superior al 33%. Puesto 
que la exigencia de Endesa requiriendo el certificado expedido por los servicios sociales era correcta y 
ajustada a la normativa de aplicación, no se apreció la concurrencia de irregularidad.

- Queja 19/3158, en este expediente se intervino tras recibir una escrito alertando del problema que sufría 
una familia con un hijo menor discapacitado al haberle sido cortada la luz por la empresa suministradora 
y retrasarse la reconexión del servicio pese a haber regularizado la situación; obteniendo una respuesta 
favorable de Endesa tras nuestra intervención.

- Queja 19/5912, la promotora de esta queja nos manifestaba su preocupación al haberle sido cortado el 
suministro de gas en su vivienda por un error en el proceso de alta, sin que sus gestiones ante la empresa 
suministradora estuviesen resultando efectivas, lo que le estaba generando un grave problema dado que 
tenía una hija menor afectada por una discapacidad y no podía poner la calefacción, ni disponía de agua 
caliente. El problema se solventó tras requerir la colaboración de la empresa suministradora.

Para concluir este apartado queremos dejar constancia de una situación que se nos ha planteado en 
diversas ocasiones y que presenta una difícil solución. Nos referimos al problema derivado de los cortes 
de suministro para aquellas personas que, por sus circunstancias personales, precisan disponer de acceso 
permanente al servicio eléctrico.

Tal es el caso, por ejemplo, de las personas enfermas que dependen de algún tipo de aparato eléctrico 
para su tratamiento, como pueden ser dispensadores de oxígeno, bombas de insulina, aparatos contra la 
apnea, etc. El corte de suministro, cuando es prolongado, puede suponer para estas personas un riesgo 
vital o, cuando menos, un deterioro importante en su salud.

Algo similar ocurre con las miles de personas que en Andalucía, sea por razones de edad o por enfermedad, 
disponen del servicio de teleasistencia para comunicar cualquier incidencia que requiera la ayuda o la 
intervención de los servicios especializados. El corte en el suministro puede privar a estas personas de un 
servicio que se ha demostrado en muchas ocasiones que salva vidas.

No es infrecuente recibir escritos de queja en los que se demanda que las empresas suministradoras 
garanticen la ininterrumpibilidad del servicio eléctrico reclamando que las empresas sufraguen el coste de 
aparatos (generadores, SAI, etc) que garanticen la continuidad del servicio en caso de corte y aduciendo 
para ello lo dispuesto en el art. 52.4 de la Ley 24/2013, reguladora del sector eléctrico, que estipula la 
prohibición de la suspensión del suministro en caso de afectar a servicios esenciales (hospitales, colegios, 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-le-concede-a-la-interesada-discapacitada-auditiva-un-interprete-de-signos-para-que-pueda-realizar
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-fin-logran-el-alta-del-suministro-electrico-para-poder-mudarse-a-la-vivienda-accesible-adquirida
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-nuestras-gestiones-endesa-conecta-la-vivienda-al-suministro-electrico-informando-al-interesado
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-atiende-la-peticion-de-alta-suministro-de-gas-a-una-mujer-con-tres-menores-que-no-disponian-de
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-13645
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etc) o a personas en situaciones personales de riesgo (enfermos ventilodependientes, personas con 
discapacidad o dependencia, familias con menores de 16 años).

La petición no puede ser asumida por cuanto confunde la suspensión voluntaria del suministro por parte 
de la empresa en supuestos determinados, como puede ser el impago de facturas, con la interrupción 
involuntaria del suministro por problemas técnicos, accidentes, por incidencias meteorológicas o cualquier 
circunstancia similar.

Las empresas no pueden suspender voluntariamente el suministro a servicios esenciales o a personas 
con circunstancias especiales, pero no están obligadas a garantizar la continuidad del servicio en caso de 
corte fortuito o no programado. Por tanto, no es viable jurídicamente exigir de las mismas que sufraguen 
la adquisición de aparatos o sistemas de alimentación ininterrumpida. Lo único que podría demandarse es 
algún tipo de preaviso a estas personas en caso de corte programado del servicio, para que tengan tiempo 
de adoptar las medidas de salvaguarda que estimen necesarias.

1.3.2.2.5.4. Universidades
En materia de Universidades merece la pena ser destacada la queja 19/2699, que planteaba las dificultades 

que encontraban las personas con dislexia para realizar las pruebas de acceso a la Universidad.
Para garantizar la igualdad de oportunidades de las personas que padecen algún tipo de discapacidad 

o presentan necesidades educativas especiales, la normativa que regula la realización de las pruebas de 
acceso a la Universidad -Pevau- establece diversas medidas de adaptación que facilitan a esta personas 
la realización de las citadas pruebas. Estas medidas de adaptación están diseñadas en función del tipo 
de discapacidad o necesidad educativa especial que tengan estas personas y pueden ser muy diversas, 
aunque las más extendidas son las que posibilitan un tiempo adicional para realizar las pruebas, las que 
facilitan su entrega en formatos especiales o permiten que se utilicen determinados medios de apoyo para 
la realización de las mismas.

Las personas con dislexia son uno de los colectivos que pueden beneficiarse de este tipo de medidas de 
adaptación. Sin embargo, recibimos esta queja en la que, unos padres, denunciaban el perjuicio para su 
hija afectada de dislexia, como consecuencia del cambio de criterio de la Universidad de Jaén respecto 
de las condiciones de realización de la prueba de acceso a la Universidad para el alumnado con esta 
necesidad educativa especial. Decisión que contradecía las actuaciones realizadas en años precedentes 
por la Universidad de Jaén, que eximía de la corrección ortográfica al alumnado con dislexia que realizaba 
las pruebas de acceso a la Universidad y que no se les había informado con la antelación suficiente para 
preparar adecuadamente estas pruebas.

Del análisis de la normativa vigente, pudimos deducir que no existe una normativa de ámbito estatal que 
regule la materia, por lo que cada comunidad autónoma adopta sus propios criterios y que en Andalucía 
rige una normativa de 2014, que regula las condiciones de realización de las pruebas de acceso por el 
alumnado con necesidades educativas especiales.

La Universidad de Jaén, confirmó el cambio de criterio reciente y que no había sido trasladado en su 
momento a los diferentes centros educativos para que informaran a los alumnos afectados, por lo que se 
ofreció a la afectada la posibilidad de

realizar una revisión de los exámenes del alumnado con dislexia por parte de un profesor con conocimientos 
específicos de tal problemática (siguiendo el modelo catalán), sin que ello supusiese incumplir el acuerdo 
adoptado por la Comisión Interuniversitaria.

También podemos reseñar la queja 19/4772, remitida por una persona con una discapacidad del 59% y 
con incapacidad permanente absoluta desde hacía 7 años que denunciaba los problemas que le generaba 
que no existiese ningún centro adscrito a la UNED en Granada capital.

Dado que la UNED es un centro que depende orgánicamente de la Administración del Estado, 
concretamente del ministerio con competencia en universidades, hubimos de remitir la queja para su 
tramitación al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales.
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También merece ser reseñada la queja 19/0946, remitida por una persona con discapacidad que 
solicitaba de la Universidad de Granada la compensación de la asignatura que le restaba para finalizar el 
Grado en Finanzas y Contabilidad, de la que no había podido examinarse las veces requeridas por razones 
relacionadas directamente con su discapacidad y el tratamiento médico de su enfermedad.

El problema planteado en esta queja ha podido ser finalmente solucionado al aceptar la Universidad de 
Granada la petición de compensación de asignatura solicitada por el interesado. En la consecución de esta 
solución han sido decisivos los buenos oficios del Defensor Universitario de la Universidad de Granada, 
cuya colaboración con esta Institución agradecemos.

1.3.2.2.5.5. Medio ambiente
Unicamente destacamos en este apartado la queja 19/4931, en la que se planteaba la disconformidad de 

una persona con la ubicación decidida por el ayuntamiento para la colocación de varios contenedores de 
basura pegados a la fachada de su vivienda, sin tomar en consideración el hecho de que, tanto el reclamante 
como su mujer tenían discapacidades del 33% y del 65%, relacionadas con procesos oncológicos que 
precisaban de una especial asepsia en el entorno que era difícilmente compatible con la presencia de 
estos contenedores.

1.3.2.2.5.6. Administraciones Tributarias
En el expediente de queja 18/3333, se nos planteó reclamación contra el Ayuntamiento de Almuñécar, 

en la que el interesado exponía que en fecha 3 de octubre de 2017 solicitó exención en el Impuesto de 
Vehículos de Tracción Mecánica (IVTM) tras reconocimiento por el INSS de una incapacidad absoluta, 
debiendo reiterar su solicitud en fecha 6 de febrero de 2018, pues la primeramente instada para que 
surtiera efectos en el año 2018, no se le contestó, antes bien recibió recibo de este año por el Impuesto, 
sin que se le concediera tal exención.

Admitida a trámite la queja y solicitado informe al Ayuntamiento, nos comunicó que la primera solicitud 
había sido denegada por no cumplir los requisitos para ello, debido a la existencia en el Servicio de 
Recaudación de deuda pendiente de pago por el interesado, así como por no permanecer de alta en 
el padrón municipal de habitantes, y contravenir lo estipulado en la Ordenanza Fiscal Reguladora del 
Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.

Añadiendo que abonada la deuda pendiente y dado de alta en el padrón municipal de habitantes 
del municipio, se le concedió la exención indefinida, condicionada al mantenimiento de los requisitos 
establecidos en la Ordenanza del Impuesto de Vehículos de Tracción Mecánica en vigor.


